HABEAS CORPUS / OMISIÓN EN EL AGOTAMIENTO DE LOS MECANISMOS ORDINARIOS DENTRO DEL PROCESO PENAL PARA SOLICITAR LA LIBERTAD

En el caso bajo examen (…) se comprueba que dentro del proceso penal respectivo el actor no formuló petición de libertad. Por el contrario, sin agotar dicho mecanismo, acudió directamente a la solicitud de Hábeas Corpus, hecho que por sí solo descarta la vocación de prosperidad de la acción constitucional. Tampoco aparece demostrado que exista un pronunciamiento del juez sobre la libertad del procesado que constituya una vía de hecho para que excepcionalmente proceda el amparo constitucional En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias al juez que conoce de la causa o de quien por virtud del ejercicio de la acción específica reglada en el procedimiento penal, debe resolver, situación que no aparece demostrada con el material probatorio obrante en esta acción constitucional. (…) En conclusión, no existe fundamento para conceder la acción de Hábeas Corpus, en tanto que la razón que motiva su ejercicio debe ser valorada y discutida en el proceso penal promovido contra los accionantes.

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Bogotá, D.C., veintidós (22) de mayo de dos mil catorce (2014)

Radicación número: 68001-23-33-000-2014-00363-01(HC)

Actor: JOHAN ALEXANDER RAMÍREZ DÍAZ
Demandado: JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO Y OTROS
Procede el Despacho, de conformidad con el numeral 2 del artículo 7 de la Ley 1095 de 2006, a resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor Johan Alexander Ramírez Díaz contra la providencia de 14 de mayo del presente año proferida por el Magistrado Rafael Gutiérrez Solano integrante del Tribunal Administrativo de Santander, dentro del amparo constitucional de la referencia.

I. ANTECEDENTES
1. En ejercicio de la acción de Hábeas Corpus el ciudadano detenido JOHAN ALEXANDER RAMÍREZ DÍAZ, solicitó ante el Tribunal Administrativo de Santander
 la aplicación del amparo constitucional en atención a que el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bucaramanga y las Fiscalías Primera y Veintiséis Delegadas ante los Jueces Penales del Circuito Seccional Bucaramanga, no han realizado la audiencia de formulación de acusación, asegurando que el 17 de enero de 2014 a las 5:45 a.m. fue detenido en el área de inspección a equipaje del aeropuerto internacional de Palonegro (Lebrija, Santander) y el 18 de enero de 2014 el Juzgado Once Penal Municipal de Bucaramanga legalizó su captura, formuló imputación y solicitó medida de aseguramiento privativa de la libertad en un establecimiento carcelario.

Manifestó que el 6 de febrero de 2014, a las 4:22 p.m., la Fiscalía Primera Seccional Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bucaramanga presentó el escrito de acusación, pero, a la fecha 12 de mayo de 2014, no se ha realizado la audiencia de formulación de acusación en su contra.

Arguyó que el artículo 175 de CPP (ley 906 de 2004), modificado por el artículo 49 de la ley 1453 de 2011, dispone que la Fiscalía tiene un máximo de 90 días para formular la acusación, contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, y desde el 19 de enero al 12 de mayo de 2014, han transcurrido 112 días sin que se haya efectuado la audiencia de formulación de acusación.

Que tanto la Fiscalía como el Juez de Conocimiento, Juzgado 4 Penal del Circuito de Bucaramanga con Función de Conocimiento, han desconocido los términos procesales del CPP, al no haberse realizado la acusación dentro del plazo del artículo 175, no haberse señalado la fecha y hora para la celebración de la audiencia de formulación de acusación, y no actuar dentro del lapso de tiempo consagrado en el CPP, respectivamente, con lo que se ignoraron los artículos 2, 4, 6, 10, 17, 156, 159, 175, 338 de la Ley 906 de 2004, 6 del CP, así como los artículos 4, 6, 13, 29 y 30 de la Constitución Política.


1.2. TRAMITE PROCESAL

a) Avocado el conocimiento de esta acción pública, el Tribunal Administrativo de Santander, mediante auto de 13 de mayo de 2014, dispuso oficiar a: 1) Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bucaramanga con Función de Conocimiento para que rinda informe de las decisiones adoptadas en el proceso seguido contra Johan Alexander Ramírez; 2) Fiscalía Primera Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bucaramanga para que rinda informe sobre el estado actual del proceso; 3) Fiscalía Veintiséis Seccional Delegada de Bucaramanga para que informe sobre el estado actual del proceso; de igual forma el Despacho ordenó vincular a: 1) la Estación de Policía de Girón para que informe si es cierto que allá se encuentra privado de la libertad Johan Alexander Ramírez Díaz, cuáles fueron los motivos por los cuales se encuentra allí y no en un centro carcelario y penitenciario, así como los punibles por los que se le sindica; 2) el Juzgado Once Penal Municipal de Bucaramanga con Función de Garantías para que rinda un informe integral de la decisión adoptada sobre la captura de Johan Alexander Ramírez Díaz, y 3) al Centro de Servicios Judiciales de los Juzgados Penales de Bucaramanga – Sistema Penal Acusatorio, para que rinda informe sobre las actuaciones registradas y llevadas respecto al proceso contra Johan Alexander Ramírez Díaz. (fls.10 y11).
b) El Juzgado Once Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Bucaramanga, con oficio No. 0491 de 13 de mayo de 2014,
 informó que, una vez revisado el sistema de radicación y archivo, se constató que el 18 de enero de 2014 se le asignó a ese Despacho, por parte del Centro de Servicios, audiencia de solicitud de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, celebrada desde la 1:05 p.m. y culminado a las 3:10 p.m., donde se impartió legalidad al procedimiento de captura, se declaró válida la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario por el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes, artículo 376 CP modificado por la Ley 1453 de 2011 artículo 11 en la “Modalidad de Transportar”. Finalmente Solicitó denegar la acción constitucional al no haber vulnerado derechos.

c) El Centro de Servicios Judiciales Para los Juzgados del Sistema Acusatorio Penal de Bucaramanga, mediante oficio No. SAPB-AA-2731 de 13 de mayo de 2014
, informó que, acorde con la base de datos e información del sistema acusatorio penal, en audiencia preliminar de 18 de enero de 2014 el Juzgado Once Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías legalizó la captura del señor Ramírez Díaz ocurrida el 17 de enero de 2014, validó la formulación de imputación por el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes -cargos que no fueron aceptados-, impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento de reclusión, y libró la boleta de detención No. 009 para ante el EPAMS de Girón, Santander. Sostuvo que en lo que concierne a ese Centro de Servicios no se vislumbra ninguna conducta omisiva o negligente que haya obstaculizado o impedido el desarrollo de las diferentes audiencias programadas, y advirtió que la acción pública de Hábeas Corpus es subsidiaria y residual, por lo que el actor puede acudir ante el Juez de Control de Garantías para que decida sobre su libertad por vencimiento de términos, lo que no ha hecho pues no se registra en el sistema tal pedimento.

d) El Comandante de la Estación de Policía de Girón -Metropolitana de Bucaramanga-, con oficio No. 852 ESGIR-COMAN-1.5 de 13 de mayo de 2014
, informa que el señor Johan Alexander Ramírez Díaz se encuentra recluido en las instalaciones de la Estación de Policía Girón, teniendo en cuenta que el establecimiento penitenciario y carcelario de alta y mediana seguridad Palogordo de Girón se encuentra “sellado”
 por el hacinamiento y no contar con las condiciones de salubridad mínimas requeridas, cumpliendo así con la orden de detención No. 07, a pesar de que va dirigida al mencionado establecimiento (fl 29).

e) La Fiscalía Primera de la Subunidad de Estupefacientes de Bucaramanga, con oficio de mayo 14 de 2014
, informó que ese despacho conoció, con radicación No. 684066000245201400024, la actuación contra el señor Johan Alexander Ramírez Díaz por el delito de Tráfico Fabricación o Porte de Estupefacientes. Que su intervención se limitó a presentar el escrito de acusación que se realizó el 6 de febrero de 2014, y una vez se tuvo conocimiento a que Juzgado le correspondió por reparto, se remitió a la Fiscalía adscrita al mismo para actuar en la etapa de juicios (Fiscalía 26), desconociendo los motivos por los cuales no se ha realizado la audiencia de formulación de cargos (Fl 31).

f) El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bucaramanga, con oficio No. 1146 de 14 de mayo de 2014
, informó que a ese despacho le fue repartida el 12 de febrero de 2014 el diligenciamiento contra el señor Ramírez Díaz, con escrito de acusación, y programó audiencia para formulación de acusación para el 11 de marzo de 2014 a las 9:00 a.m., la cual no se realizó porque no remitieron al imputado, fijándose nueva fecha para el 25 de marzo de 2014, diligencia que tampoco se realizó porque no compareció el abogado y ante lo cual se señaló nueva fecha para el 29 de abril de 2014 a las 8:00 a.m.

El día 25 de marzo de 2014 el señor Ramírez Díaz revocó el poder a su abogado y se requirió a la Defensoría Pública para que designara un Defensor Público en las diligencias.

El 29 de abril de 2014 no se realizó la audiencia por cuanto no se designó Defensor Público al imputado, determinando como nueva fecha para el 19 de mayo de 2014, a las 10:15 a.m.

Afirmó que la acción está dirigida a proteger a la persona de la privación ilegal o su indebida prolongación, y que cuando la persona se encuentra privada de su libertad por orden judicial, la pretensión liberatoria debe tramitarse directamente en el proceso correspondiente, haciendo uso de los recursos existentes, salvo que se advierta alguna vía de hecho.

Sostuvo que en el sub – lite es evidente que el señor Ramírez Díaz se encuentra privado de su libertad por virtud de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, que fue impuesta por el Juzgado Once Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Bucaramanga el 18 de enero de 2014, y que si no se ha podido realizar la audiencia de formulación de acusación, ello no obedece a la inactividad del Juzgado sino a causas que le son ajenas ese Despacho.

Finalmente adujo que una vez iniciada la etapa de juzgamiento, la causal de libertad que eventualmente se debe atender es la prevista en el numeral 5º del artículo 137 del CPP, modificada por el artículo 61 de la ley 1453 de 2011, que señala que la libertad del acusado se cumplirá de inmediato cuando transcurridos 120 días contados a partir de la fecha de la formulación de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia de juzgamiento, y la audiencia de formulación de acusación no se ha realizado aún, luego entonces no ha empezado a correr ese término; razones por las que solicita se despache negativamente el petitum del accionante.

g)  La Fiscalía Veintiséis Seccional descorrió el traslado mediante oficio de 14 de mayo de 2014
, en el cual realizó un recuento sobre las fechas de las audiencias, para afirmar que no se ha podido realizar la diligencia por inasistencia del defensor y últimamente porque la Defensoría del Pueblo no le ha designado un Defensor Público, estando pendiente esa audiencia para el 19 de mayo de 2014, por lo que solicitó se despache negativamente el petitum del accionante por improcedente.

h) El Tribunal Administrativo de Santander, con ponencia del Magistrado Rafael Gutiérrez Solano, en sentencia del 14 de mayo de 2014
, denegó por improcedente el amparo constitucional de Hábeas Corpus promovido por el señor Johan Alexander Ramírez Díaz.

Sostuvo que hay dos circunstancias que ameritan, por vía de Hábeas Corpus, la protección del derecho a la libertad física: la privación ilegal de la libertad, es decir la detención de una persona con la pretermisión de las garantías constitucionales y legales, y la prolongación ilegal de la libertad, que se presenta cuando el reo, habiendo cumplido la totalidad de su condena, se mantiene retenido en un establecimiento carcelario sin título legal.

Afirmó que en el presente caso el actor alega la violación al debido proceso pero no realizó censura acerca de la privación ilegal o injusta de su libertad ni expuso causal alguna de las contenidas en el artículo 317 del CPP, y que lo que manifestó es que se encuentran vencidos los términos del artículo 175 del CPP, modificado por la ley 1453 de 2011, artículo 49, para que se efectúe la audiencia de formulación de acusación.

Analizó la carpeta contentiva de la actuación adelantada contra el señor Ramírez Díaz por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Bucaramanga con Funciones de Conocimiento, e hizo un recuento de las actas y de los informes presentados por las accionadas y vinculadas, y advirtió que el actor no ataca la privación injusta o ilegal de su libertad, sino la violación al debido proceso dentro del procedimiento llevado por las accionadas.

Transcribió los artículos  317 y 175 del CPP y aseveró que no se cumplen los criterios contemplados allí, que el actor en la acción apeló a la norma del artículo 175, que efectivamente han transcurrido 116 días desde la fecha de presentación de la formulación de imputación y aún no se ha realizado la audiencia de formulación de acusación, que ha sido aplazada por las circunstancias anotadas que impidieron su realización y escaparon a la acción y control del Juzgado de Conocimiento.

Coligió que la privación de la libertad del señor Johan Alexander Ramírez Díaz ostenta un justo y legal título en virtud de una medida de aseguramiento de detención preventiva que fue impuesta por el Juzgado Once Penal Municipal de Bucaramanga con Funciones de Control de Garantías, y no existe orden de libertad a favor del imputado que ante su incumplimiento permita establecer que se está prolongado ilegalmente la privación de su libertad.

Indicó que sobre las solicitudes de libertad existe “abundante” jurisprudencia en las que se afirma que las mismas deben tramitarse y decidirse al interior del proceso y no a través de la acción de Hábeas Corpus; que de acuerdo con lo informado por la Fiscalía Veintiséis Delegada de Bucaramanga el actor no ha elevado solicitud de libertad por vencimiento de términos, por lo que el juez constitucional está imposibilitado para decidir en esta instancia las solicitudes que en virtud del ordenamiento legal, son de conocimiento del Juez de la causa penal.

Citó sentencias de la Corte Suprema de Justicia
 en donde se ha reiterado que la acción de Hábeas Corpus es un mecanismo subsidiario y ante la existencia de otro medio de defensa se impone la declaratoria de su improcedencia.

Finalmente advirtió que se prescindió de la entrevista personal con el accionante de que trata el artículo 5 de la ley 1095 de 2006
, por cuanto consideró que el material probatorio recaudado ofreció la información necesaria para proferir decisión de fondo.

i) Notificado, entre otros el accionante, mediante oficio No. 380-2014-363-00 R.G.S
, apeló la decisión del a - quo, quien mediante auto
 de 15 de mayo de 2014 concedió la impugnación que por reparto
 le correspondió a este Despacho, recibido el 19 de mayo de 2014.

II. CONSIDERACIONES
Entra el Despacho a analizar si le asiste razón al impugnante para insistir en el amparo constitucional al considerar que su solicitud debe resolverse a la luz de elementos diferentes al artículo 317 del Código de Procedimiento Penal
 ya que la prolongación ilegal de la restricción a su libertad viola los derechos fundamentales alegados.

El Despacho evidencia que el trámite del Hábeas Corpus se adelantó por parte del Tribunal Administrativo de Santander conforme al artículo 5 de la Ley 1095 de 2006, cumpliendo con el requisito de solicitar a las autoridades pertinentes la información concerniente a la privación de la libertad y haber motivado su decisión de no entrevistar al peticionario del amparo constitucional.

Corresponde al despacho determinar si la decisión del a quo se ajustó a derecho a la luz de las normas y la jurisprudencia que gobiernan la figura del Hábeas Corpus.  

El Hábeas Corpus es un amparo constitucional consagrado en el  artículo 30 de la Carta Política, que literalmente establece: “Quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad  judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta  persona, el Hábeas Corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.”

De este recurso, apropiado para la protección del derecho fundamental a la libertad  personal, puede hacer uso el individuo que considere ha sido privado ilegalmente de la libertad, el cual no puede ser suspendido, ni siquiera durante los estados de excepción, y que ha sido reconocido también en los tratados y convenciones internacionales sobre derechos humanos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos  Humanos (Pacto de San José de Costa Rica), aprobados por el estado Colombiano mediante la Ley 74 de 1978.

Al respecto la Corte Constitucional ha dicho en reiterada jurisprudencia, que es un derecho constitucional fundamental (art. 30 C.P) de aplicación inmediata (art. 85, ibídem)
 no susceptible de limitación durante los estados de excepción (arts. 93 y 214-2 ídem y art. 4° de la Ley Estatutaria 137 de 1994), que se debe interpretar de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (art. 93 de la Const. Pol.)
, cuya regulación debe ser objeto de una ley estatutaria (art. 152-a, ibídem)
, y también adicionalmente ha sostenido que es un mecanismo procesal de protección de la libertad personal por cuanto es una acción pública constitucional que trata de hacer efectivo el derecho fundamental de libertad individual y, por lo tanto, se constituye en una garantía procesal
, según lo consagra el artículo 1 de la Ley 1095 de 2006 Estatutaria del Hábeas Corpus.

La disposición citada establece que el Hábeas Corpus tutela la libertad personal cuando alguien es privado de ella i) con violación de las garantías constitucionales o legales o ii) ésta se prolonga ilegalmente.

De igual manera, la garantía de libertad también procede en los casos que la Corte Constitucional en la sentencia T-260 de 1999, fijó así: 

“(1) siempre que la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (2) mientras la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (3) cuando, pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de hábeas corpus se formulódurante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; (4) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.”

A su turno, sobre la naturaleza de esa acción constitucional la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ha  precisado
:
“(…) (i) La acción de habeas corpus corresponde a un mecanismo extrasistémico, cuya prosperidad tiene lugar cuando la afrenta a las garantías que protege tiene su origen encausas externas al proceso, pues de lo contrario, esto es, si la violación del derecho a la libertad personal tiene su génesis dentro del diligenciamiento, es al interior de éste que debe demandarse su amparo.
Lo dicho se sustenta en la necesidad de reconocer que dentro de los trámites judiciales los sujetos procesales cuentan con mecanismos tales como los recursos ordinarios, por cuyo medio pueden abogar por la protección de sus derechos, ya que:
“La  acción  de  Hábeas  Corpus  únicamente  puede  prosperar cuando la violación de esas garantías provengan de una actuación ilegal extraprocesal,  pues  en  tanto  se  controvierta  el  derecho  a  la  libertad  de alguien  que  esté  privado  de  ella  legalmente,  tal  discusión  debe darse dentro del proceso (…)”.

“Y no puede aseverarse, so pena de desquiciar el ordenamiento jurídico, que como la autoridad judicial puede incurrir en ilegalidades, tales deberían ser abordadas por el Juez de Hábeas Corpus, en tanto una postura de tal tenor pone en riesgo un sistema penal que está sustentado en la protección de la libertad personal a través de los recursos ordinarios que pueden impetrarse dentro de la actuación, y las acciones que como el control de legalidad se promueven ante órgano diferente del investigador y acusador”.

“En ese orden de ideas resulta extremadamente nocivo para el desarrollo sistémico del proceso penal un entendimiento que no armoniza los instrumentos de protección constitucional y procesal del derecho fundamental a la libertad, haciéndolos coexistir dentro de su respectivo ámbito de aplicación, sino que, al contrario, entrega prelación a uno, subordinando el otro a extremo que de aceptarse terminaría en su extinción al convertir lo extraordinario en corriente, que a su vez es su propia negación”
 (subrayas fuera de texto).
(ii) El derecho – acción de hábeas corpus es de carácter fundamental y de aplicación inmediata. También el derecho al debido proceso tiene tales características.
Por tanto, en la tensión entre los referidos derechos fundamentales, se impone reconocer que los procesos judiciales deben ser adelantados con “observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”, de manera que la referida acción constitucional no puede de ningún modo sustituir o desplazar los mecanismos dispuestos por el legislador al interior de cada trámite.
(iii) Esta acción, como cualquier mecanismo de defensa judicial, no puede ser usado de forma genérica e indiscriminada, esto es, pretermitiendo las instancias y los instrumentos ordinarios establecidos por el legislador para cada asunto, pues se encuentra instituida como la principal garantía fundamental en materia de protección del derecho a la libertad con la que cuenta el perjudicado para restablecerlo
.
La procedencia excepcional de esta acción debe responder al principio de subsidiariedad, pues no fue concebida como un mecanismo alternativo, supletorio o sustitutivo del proceso judicial penal, al punto que el Juez Constitucional de hábeas corpus carece de facultad para establecer la validez o mérito de la prueba recaudada en contra de quien se halla sometido al ejercicio de la acción penal, y por dicha vía determinar el grado de responsabilidad que pudiera corresponder al indiciado, imputado o acusado dentro de la actuación penal respectiva, pues todo ello es competencia exclusiva y excluyente del juez natural.

Como reiteradamente lo ha señalado la Sala, cuando es al interior de un proceso penal que se ha dispuesto la privación de la libertad, no resulta viable acudir a esta acción, pues a partir del momento en que se impone la medida de aseguramiento, todas las peticiones que tengan relación con la libertad del incriminado, deben elevarse al interior del proceso penal, pues esta acción no está llamada a sustituir el trámite del proceso penal ordinario
, con mayor razón si, contrario al entendimiento del actor, las decisiones judiciales gozan de presunción de legalidad, salvo que se demuestre su desacierto  e ilegalidad.” (Subrayas y negrillas fuera de texto)
Dentro de ese contexto, el juez del Hábeas Corpus carece de competencia para cuestionar los elementos del punible, o la responsabilidad de los procesados, o la validez o valor de persuasión de los medios de convicción, o la labor que a ese respecto desarrolle el funcionario judicial, pues su ejercicio sólo permite el examen de los elementos extrínsecos de la medida que afecta la libertad, no la de los intrínsecos porque éstos son del ámbito exclusivo y excluyente del juez natural.

Con fundamento en lo anterior, se impone determinar con base en la solicitud de amparo (fls. 1 a 3), la impugnación y el material probatorio obrante en el expediente, si se presenta una prolongación ilegal de la privación de la libertad del señor Johan Alexander Ramírez Díaz.

2.1 LOS HECHOS DEMOSTRADOS DENTRO DEL PROCESO
De conformidad con el trámite del Hábeas Corpus que adelantó el Tribunal Administrativo de Santander según lo preceptuado en el artículo 5 de la Ley 1095 de 2006, cumpliendo con el requisito de solicitar a las autoridades pertinentes la información concerniente a la privación de la libertad y haber motivado su decisión de no entrevistar al peticionario del amparo constitucional, se encuentra demostrado lo siguiente:

1. El 18 de enero de 2014 se legalizó la captura de Johan Alexander Ramírez Díaz por el delito de Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes, se formuló la imputación y se impuso medida de aseguramiento por parte del Juzgado Once Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías (fl 22).
2. El Juzgado Once Penal Municipal con Función de Control de Garantías libró boleta de detención No. 007 de enero 18 de 2014 dirigida al Director de la Cárcel de Alta y Mediana Seguridad Palogordo Girón (fl 29).

3. La Fiscalía Primera Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bucaramanga
 presentó, el 6 de febrero de 2014, el correspondiente escrito de acusación, correspondiéndole por reparto al Juzgado 4 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento, despacho que recibió el diligenciamiento el 12 de febrero de 2014
, y programó audiencia para formulación de acusación para el 11 de marzo de 2014 a las 9:00 a.m.

4. El 11 de marzo de 2014 no se pudo realizar la audiencia de formulación de acusación por no haberse remitido al imputado, fijándose nueva fecha para el día 25 de marzo de 2014.

5. El 25 de marzo de 2014 tampoco se pudo realizar la audiencia por cuanto no compareció el abogado del señor Ramírez Díaz, y se fijo nueva fecha para el 29 de abril de 2014, a las 8:00 a.m.

6. El 25 de marzo de 2015 el accionante le revocó el poder a su abogado y se requirió a la Defensoría Pública la designación de un Defensor Público para asistir al imputado.

7. El 29 de abril de 2014 no se realizó la audiencia por cuanto no se designó Defensor Público al imputado, fijándose nueva fecha para el 19 de mayo de 2014 a las 10:15 a.m.

8. Previa solicitud telefónica, la Juez Cuarta Penal del Circuito de Conocimiento de Bucaramanga
, informó que la audiencia programada para el 19 de mayo de 2014 no se llevó a cabo por cuanto la Fiscal asignada al caso se hallaba en incapacidad médica, y que se fijó nueva fecha para el 4 de junio de 2014 a las 8:30 a.m.

Analizados los hechos que fueron comprobados por el a quo, este Despacho encuentra que efectivamente la acción constitucional de Hábeas Corpus amerita la protección del derecho fundamental a la libertad solo cuando la privación de la libertad es ilegal, es decir, la detención de una persona con pretermisión de las garantías constitucionales y legales, o en el evento de la prolongación ilegal de la privación de la libertad, mas no como una acción ordinaria para suplir lo preceptuado en las disposiciones penales.

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional
, la prolongación ilícita de la privación de la libertad ocurre en 4 eventos: 1) cuando existe captura en flagrancia y la persona no se pone a disposición de la autoridad judicial competente dentro de las 36 horas siguientes; 2) cuando la autoridad pública mantiene privada de la libertad a una persona después de que se ha ordenado legalmente por la autoridad judicial que le sea concedida la libertad; 3) cuando la propia autoridad judicial extiende la detención por un lapso superior al permitido por la Constitución y la ley, u omite resolver dentro de los términos legales la solicitud de libertad provisional formulada por quien tiene derecho; y 4) cuando se pide la libertad en el trámite del proceso penal y la respuesta se materializa en una vía de hecho cuyos efectos negativos demandan remedio inmediato. 

Ahora bien, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado reiteradamente han precisado que, desde el momento en que se impone una medida de restricción de la libertad, todas las peticiones que tengan relación con ese derecho del procesado se deben hacer en el respectivo proceso penal, no mediante el mecanismo constitucional de Hábeas Corpus, toda vez que éste no está llamado a sustituir al proceso ni al juez natural. Sin embargo, cuando el mecanismo ordinario, esto es la petición de libertad ante el juez penal, resulta inane, excepcionalmente la acción de Hábeas Corpus resulta procedente (si se hubiese presentado, no existe respuesta y por tanto no se pudo hacer uso de los recursos). 

Esta posición tiene sustento en que el procesado no puede ser obligado a esperar o a insistir en la petición de libertad frente a la falta de respuesta oportuna de los funcionarios judiciales competentes para decidirla, bien sea porque el juez dilata injustificadamente la celebración de la audiencia o porque el fiscal no acude a ésta. Así mismo, el Hábeas Corpus tiene vocación de prosperidad excepcional si formulada la petición de libertad al juez competente del proceso penal, la decisión de ésta configura una auténtica vía de hecho.

En el caso bajo examen, de acuerdo con las pruebas analizadas, se comprueba que dentro del proceso penal respectivo el actor no formuló petición de libertad. Por el contrario, sin agotar dicho mecanismo, acudió directamente a la solicitud de Hábeas Corpus, hecho que por sí solo descarta la vocación de prosperidad de la acción constitucional. Tampoco aparece demostrado que exista un pronunciamiento del juez sobre la libertad del procesado que constituya una vía de hecho para que excepcionalmente proceda el amparo constitucional 

En otros términos, como de manera reiterada lo ha indicado la jurisprudencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, la procedencia de esta acción se encuentra supeditada a que el afectado con la privación ilegal de la libertad, o con su ilícita prolongación, haya acudido primero a los medios previstos en el ordenamiento legal, pues, se reitera, lo contrario conllevaría a una injerencia indebida sobre las facultades que son propias al juez que conoce de la causa o de quien por virtud del ejercicio de la acción específica reglada en el procedimiento penal, debe resolver
, situación que no aparece demostrada con el material probatorio obrante en esta acción constitucional.
De acuerdo con lo anterior, la pretensión del señor Johan Alexander Ramírez Díaz no está llamada a prosperar, como quiera que la acción constitucional restringe su ámbito de aplicación a los casos expresamente referidos, sin que la situación expuesta encuadre en alguno de ellos. En conclusión, no existe fundamento para conceder la acción de Hábeas Corpus, en tanto que la razón que motiva su ejercicio debe ser valorada y discutida en el proceso penal promovido contra los accionantes.

En razón de lo anterior, la providencia apelada será confirmada.

En mérito de lo expuesto, la suscrita Magistrada, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
CONFIRMAR la decisión impugnada, por las razones expuestas en la parte motiva. 

Contra esta providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE AL TRIBUNAL DE ORIGEN 

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ
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